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   Provincia de Buenos Aires

PROYECTO DE DECLARACION
           La Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires 

                                                  D E C L A  R A
                                La imperiosa necesidad que la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires, a la brevedad posible, dicte sentencia en las causas caratuladas “Giannino Domingo Pablo c/ Colegio de Abogados de la Provincia de Buenos Aires s/ Pretensión Anulatoria” (Causa 1362) y “Ribelli Juan José s/ Recurre Denegatoria de Inscripción” (Causa 1481) radicadas ante ese Alto Tribunal en virtud de los Recursos Extraordinarios de Inaplicabilidad de Ley e Inconstitucionalidad que interpusiera el Colegio de Abogados de la Provincia de Buenos Aires contra las resoluciones dictadas por la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo de La Plata, de fecha 28 de junio de 2005, en las que se procediera a declarar la inconstitucionalidad de los artículos 1º y 2º de la Ley 13.325 y 1º, 2º y 3º de la Ley 13.329 en su aplicación al caso de autos.
FUNDAMENTOS

                   Ha sostenido la Sala Especial de las Cámaras de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial de La Plata, acerca de la naturaleza jurídica, funciones y competencia de los Colegios Profesionales, que:

                   “…Constituyen manifestaciones del poder de policía provincial. Son entidades de derecho público o paraestatales a las que el Estado les transfiere potestades públicas, como por ejemplo el gobierno de la matrícula y el ejercicio del poder disciplinario. De este modo se produce un doble fenómeno: se asegura la participación de los grupos interesados, la que debe ser instrumentada por medio de representantes elegidos de forma democrática y al mismo tiempo se logra una descentralización de la administración burocrática. 

                   Estas entidades no son meros entes de derecho privado o simples asociaciones, sino verdaderos organismos de derecho público aunque no integran la administración activa del Estado. Tienen conferida una competencia expresa y limitada a la taxativa enumeración legal de sus atribuciones. Como contrapartida, el Estado delegante se reserva su control. Se les asigna un patrimonio público, pero no estatal, integrado por aportes compulsivos. Los fines que se persiguen son públicos, generales, que exceden lo meramente sectorial. La porción de poder estatal que se delega en éstas instituciones es el ejercicio del poder de policía que corresponde al Estado en un sector parcial de su actividad…” (Causa Nro. 210.382, Reg. Sent. 34, del 16/5/95, publicada en Revista de Jurisprudencia del Colegio de Abogados de La Plata, Nro. 64, página 31).
                   Precisamente, hasta la entrada en vigencia del Código Procesal en lo Contencioso Administrativo de la Provincia de Buenos Aires, en diciembre de 2003, las resoluciones definitivas emanadas de los Colegios y/o Consejos Profesionales en función de la atribución de ejercer el gobierno de la matrícula y en uso de la potestad disciplinaria sobre sus colegiados eran susceptibles de ser revisadas judicialmente a través de la aludida Sala Especial, de conformidad a lo normado por los Decretos - Leyes 9398/79 y 9671/81.
                   El nuevo ordenamiento implementado a través de la Ley 12.008 - y su modificatoria la Ley 13101 - estableció en el articulo 74 un procedimiento especial de impugnación de los actos administrativos definitivos de las entidades colegiales que tienen a su cargo el gobierno de la matricula o registro de profesionales contemplando la vía de acción plena, a través de una demanda que debía interponerse por escrito ante el tribunal contencioso administrativo, dentro de los sesenta (60) días.

                   Las reglas contenidas en dicho artículo serán de aplicación a todos los procedimientos previstos por las leyes de creación de los Colegios y/o Consejos contra:
a) Los actos que decidan la suspensión, cancelación o denegación de la inscripción de la matrícula correspondiente.
b) Los actos mediante los que se impongan sanciones en los supuestos contemplados por las normas de aplicación.

      c)   En general, los actos de gravamen emanados de aquellos entes.

                   Ahora bien, en el mes de marzo de 2005 fueron sancionadas las Leyes 13.325 y 13.329.
                   Por la primera de ellas, iniciativa del diputado Carlos Bonicatto que tramitará por expediente D- 1064/04-05, se procedió a la modificación del referido artículo 74, estableciendo lo siguiente:

                   “Las pretensiones que tengan por objeto la impugnación de actos administrativos definitivos emanados de los Colegios y/o Consejos Profesionales referidos al gobierno de la matrícula o registro de profesionales y/o control disciplinario de los mismos y los definitivos emanados de los órganos de control disciplinario, tramitarán mediante recurso directo ante las Cámaras Departamentales en lo Contencioso Administrativo que corresponda al lugar donde se produjo el hecho que motivo el acto cuestionado a los fines de establecer el debido control de legalidad de aquellos…”
                   A su vez, por la segunda, iniciativa del diputado Marcelo Elías que tramitara por expediente D- 1405/04-05, se dispuso:

                   “La Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo del Departamento Judicial La Plata, será competente para resolver las causas que, a la entrada en vigencia de la Ley 12.008 y su modificatoria – Código Procesal Contencioso Administrativo-, se encontraban radicadas por ante la Sala Especial, creada por los Decretos – Leyes  9398/79 y 9671/81.”  (artículo 1º).
                   “A dichas causas se les dará el tramite de recurso, sin substanciación, tal como fueran oportunamente interpuestas ante la Sala Especial, mencionada en el artículo anterior.

                   Los Juzgados de Primera instancia en los Contencioso Administrativo del Departamento Judicial de La Plata en los cuales, a la fecha de entrada en vigencia de la presente, estuvieran radicadas aquellas, deberán elevarlas, inmediatamente al tribunal de alzada mencionado.
                   Este último, al recibir las actuaciones, deberá llamar autos para sentencia y dictará el fallo definitivo dentro del plazo de sesenta (60) días, a computarse a partir de que quede firme y/o consentido el llamado” (artículo 2º).

                   El 28 de junio de 2005 la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo de La Plata, en las Causas 1362 caratulada: “Giannino Domingo Pablo c/ Colegio de Abogados de la Provincia de Buenos Aires s/ Pretensión Anulatoria” y 1481 “Ribelli Juan José s/ Recurre Denegatoria de Inscripción” procedió a declarar la inconstitucionalidad de los artículos 1º y 2º de la Ley 13.325 y 1º, 2º y 3º de la Ley 13.329  en su aplicación al caso de autos.
                   En el primer caso, la causa tuvo origen en la impugnación que dedujera el actor contra la resolución de fecha 17 de julio de 2003, dictada por el Consejo Superior del Colegio de Abogados de la Provincia de Buenos Aires, con radicación primigenia por ante la Sala I de la Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial de La Plata, por la que se le impusiera sanción suspensiva en la matrícula.
                   Por su parte, la segunda de ellas se originó como consecuencia del recurso de apelación que dedujera el señor Juan José Ribelli contra la resolución del Consejo Superior, por la que se confirmara la decisión de fecha 7 de diciembre de 2004 del Consejo Directivo del Colegio de Abogados de San Isidro, que denegó la inscripción del actor en la matrícula como abogado.
                   Como fundamentos de tales decisiones, consistentes en la declaración de inconstitucionalidad de oficio de las normas arriba mencionadas, la Cámara de Apelación, entre otros argumentos, entendió que:

                   “…el caso bajo examen corresponde a la competencia material del fuero contencioso administrativo, en virtud de lo dispuesto por el artículo 166 último párrafo de la Constitución de 1994…como a priori se observa que las nuevas disposiciones no se compadecen con las bases constitucionales de la justicia administrativa de cuya organización este Tribunal forma parte, y que su aplicación puede aparejar una grave afectación a los principios, derechos y garantías fundamentales (Art. 15, 166 y concs. Constitución Provincial, 18 Const. Nacional), corresponde considerar in límine esta cuestión, a fin de no convalidar implícitamente tales leyes, y en resguardo de la supremacía de la Constitución…” 
                   “…esta excepcional situación que obliga a efectuar el examen de oficio se debe a varios factores. De un lado, a que el peligro que entraña no hacerlo para la salvaguardia de la ley fundamental es severo, manifiesto y actual…lo primero que cabe observar es que la legislación de marras atribuye a la Cámara el conocimiento de un recurso contra las decisiones de la entidad no estatal que la ley califica de sentencias dictadas por el Órgano Colegial, asignándole al trámite la técnica propia de las apelaciones…más allá de los aspectos semánticos, que no pueden dejar de censurarse (se utilizan las expresiones recurso en lugar de acción, sentencia para aludir a la resolución administrativa, queja por denegación del recurso contra la sentencia, control de legalidad en reemplazo de juzgamiento del caso, etc.) es evidente que la terminología empleada se adecua a la explícita e inocultable finalidad perseguida por este plexo legal, al modificar el sistema previsto en el artículo 74 del C.C.A. y normas supletorias y concordantes…”.
                   “…el legislador pretende convertir a la función administrativa en judicial, habida cuenta los datos consignados…de ello resulta que el tribunal de justicia, es llamado a decir el recurso contra el acto administrativo a fin de controlar sólo su legalidad sin sustanciación alguna, circunstancias que evidencian que se entiende satisfecho el juicio previo con el procedimiento cumplido por y ante el organismo profesional…ni siquiera cabría denominar a este sistema de justicia revisora, con el alcance que le ha dado la jurisprudencia en el modelo tradicional provincial…”.
                   “Es evidente que se ve socavando la atribución constitucional de los jueces del fuero y menoscabada, con violación de la división de poderes, la independencia del Poder Judicial en el juzgamiento de casos en la materia…cabe tener presente que el principio rector que informa el sistema, cuya piedra angular reposa en el plexo de derechos, es el de plena justiciabilidad de la  administración, la que queda retaceada al extremo de detraerse a los tribunales de justicia que integran dicho fuero, su función inherente, con desmedro de las garantías constitucionales (arts. 15, 160, 166, 168 y concs., Const. cit.) 

                   “De tal modo, se tergiversan los presupuestos y contenidos básicos del ejercicio de la jurisdicción y, en particular, los relativos al acceso irrestricto a la justicia, la inviolabilidad de la defensa en juicio, la efectiva tutela judicial e integral juzgamiento de los casos en materia administrativa, que la ley fundamental manda asegurar… se configura, mediante la observada legislación, un claro desplazamiento de la función judicial hacia un órgano extraño al poder judicial…a mayor abundamiento, el control de legalidad comporta, en el indicado contexto normativo, la mera verificación de validez formal del acto…”
                   “…también se violenta la garantía del juez imparcial e independiente…es así que se priva a las partes del articular alegaciones y defensas, ofrecer y producir prueba, en su caso, alegar sobre su mérito y al órgano judicial de resolver con arreglo a derecho cuanto corresponda acerca de ellas…asimismo, se lesiona el debido proceso, por cuanto ninguna oportunidad sustancial propia de un juicio se establece – sea de tipo ordinario o sumario, con mayor o menor debate según resulte pertinente -; antes bien, por el contrario, ordena el legislador que la Cámara resuelva el recurso sin más trámite que el requerimiento de las actuaciones administrativas…se desplaza, sin justificación, la competencia de los Juzgados de Primera Instancia del Fuero Contencioso Administrativo, y de este modo, se hace excepción al principio de doble instancia ordinaria que rige la materia…regla que aunque no conforma un requisito de validez constitucional en este ámbito jurisdiccional, hallándose establecida no podría ser motivo de salvedades irrazonables…”.
                   Asimismo, la Cámara de Apelación en lo Contencioso de La Plata, estima que “las afectaciones constitucionales no finalizan allí: por medio de las normas en cuestión se violenta la garantía del juez natural…se altera, en perjuicio de los justiciables, la jurisdicción y competencia de los Tribunales establecidos por la Constitución y por la ley, operando la reforma no sólo para el futuro sino con retroactividad…”.         

                  Y también “…los artículos 11 y 15 de la Constitución provincial en armonía con el artículo 18 de la Nacional, base estructural del estado de derecho, garantizan el derecho a la jurisdicción, esto es el acceso irrestricto a la justicia, el derecho de defensa en juicio y la tutela judicial efectiva, expresiones de un derecho humano fundamental gravemente afectado y/o excluido por las normas en cuestión…”.

                   Se afirma “…mientras no se resguarde la defensa, en la medida necesaria para que su esencia no aparezca desconocida, no puede haber juicio constitucionalmente válido dentro del ordenamiento jurídico argentino…”.  
                   Contra tales resoluciones, el Colegio de Abogados de la Provincia de Buenos Aires interpuso los Recursos Extraordinarios de Inconstitucionalidad y de Inaplicabilidad de Ley o doctrina legal transcribiéndose, a continuación, parte pertinente de los fundamentos expresados en el recurso impetrado en la causa “Giannino; Domingo Pablo…(Causa 1362):

                   “ Me agravio de la resolución adoptada con fecha 28/6/05 en los autos citados “UT SUPRA” e interpongo los recursos extraordinarios de inconstitucionalidad y de inaplicabilidad de ley o doctrina legal.

                   Sentada esa premisa inicial, y luego de declarar esa Excma. Cámara la inconstitucionalidad de los artículos 1 y 2 de la ley 13.325 y 1, 2 y 3 de la ley 13.329 en su aplicación al caso de autos (arts. 18 y 31, CN, y 15, 57 y 166, CP), ordenando asimismo el curso de la pretensión impugnatoria con arreglo al procedimiento del artículo 74 de la ley 12.008 (texto según artículo 49, ley 13.101), advierto que V.E. dispone remitir las actuaciones al Juzgado Contencioso Administrativo que previno, previa notificación a las partes.
                   De ese modo, llega a la sede del Consejo Superior del Colegio de Abogados de la Provincia de Buenos Aires la cedula de notificación recibida el 25/7/05.

                   Debo señalar, precisamente, que este Colegio de Abogados de la Provincia de Buenos Aires se considera “parte” – prueba de ello es que resulta destinatario de la providencia “notifíquese a las partes”, pero desde el punto de vista institucional – ya que está profundamente afectado por la decisión adoptada, y de manera alguna como contraparte, contrincante o contradictor del interesado.

                   Es que si se recapitula al respecto, el fondo de la cuestión radica en un recurso de apelación interpuesto por el letrado interviniente, como consecuencia de la sanción que oportunamente le apicara el Colegio Departamental de su matricula, y que el Consejo Superior, como tribunal de alzada, confirmara. Obsérvese que, de acertarse el criterio expuesto, el Colegio de la Provincia pasaría, de juzgador primero (legitimado por disposiciones legales que conservan su vigencia plena: arts. 19 incs. 3º y 9º, 24 a 32, 34 inc. 3º, 45, 46, 50 inc. g, 58 y 60, y 116 a 125 de la ley 5177; y 48 a 81 del reglamento aprobado por decreto 2885/01), a convertirse en parte oponente del abogado al que previamente juzgara, lo que no deja de constituir una especie de galimatías o contrasentido jurídico.

                   En la práctica, al instaurarse una acción contenciosa, en suma, se obligaría a los colegios profesionales a litigar contra el matriculado. Es decir que de gobernador de la matricula profesional y juez de sus pares, a través de un Consejo Directivo y de un Tribunal Disciplinario elegidos por la libre voluntad de los matriculados, el Colegio pasaría a convertirse en contraparte, en un contradictor de sus propios miembros, alterándose así el sentido mismo de la colegiación que es, precisamente, el contener a los profesionales en un cuerpo único, en defensa de la libertad, la dignidad profesional, el resguardo del correcto ejercicio profesional y el bien común general de la sociedad. No puede de ningún modo admitirse que el Colegio litigue con un colega como si fuera un contrincante.

                   Llegado a ese punto, parece oportuno recordar un antiguo fallo de la Cámara Primera de Apelaciones en lo Civil y Comercial de La Plata, sala I, en la causa 181.173, del 23 de abril de 1981, en donde se expone muy claramente la doctrina que se reproduce a continuación: 

                   “Las distintas leyes que organizan el ejercicio de las profesiones liberales han coincidido en otorgar el juzgamiento de las faltas de ética a tribunales colegiados integrados por los profesionales del área, con el definido y claro propósito de que sea con sus propias pautas concretas con las que evalúen y juzguen las conductas transgresoras, con la definida idea de que el comportamiento desviado del correcto desempeño sea medido y considerado por el propio cuerpo al que pertenecen los imputados, por estimarse, normativamente, que es éste el que está en mejores condiciones de apreciar cuál es y cuál no es el “estándar” de una conducta profesional correcta. En estas condiciones, el reexamen del caso así juzgado por órganos de la jurisdicción estatal, debe hacerse con criterio estricto porque no es cuestión de que éstos puedan hacer prevalecer sus propias pautas o conceptos éticos… El despliegue jurisdiccional de alzada no es de revisión plena, sino que debe ser de ceñido contralor de legalidad, verificando que el sancionado, en su caso, haya tenido, al comparecer ante sus pares, la oportunidad de una adecuada defensa, lo cual incluye el examen de un correcto análisis de las pruebas consideradas”.
                   No puedo menos que interponer el recurso extraordinario de inconstitucionalidad que establece el art. 299 del Código Procesal Civil y Comercial, en tanto y en cuanto la decisión de V.E. es contraria a la Constitución de la Provincia, como lo expondré a renglón seguido.

                   El art. 41 de la misma que la Provincia de Buenos Aires “reconoce a las entidades intermedias expresivas de las actividades culturales, gremiales, sociales y económicas, y garantiza el derecho a la constitución y desenvolvimiento de colegios y consejos profesionales”. Entre éstos se halla, obviamente, la institución que aquí represento, y que, entre sus atribuciones, cuenta con el ejercicio de la potestad disciplinaria, que corre el serio riesgo de verse enervada en el caso de que prospere la tesis derivada del pronunciamiento que se recurre. 
                   En la forma como se encuentra planteado el tema, no queda duda de que se cierne sobre las entidades profesionales (Colegios y Consejos) que se desenvuelven en el ámbito bonaerense, una grave y concreta amenaza que pone en serio riesgo el ejercicio de aquella potestad. Si, como lo señala el fallo en cuestión, la nueva ley “implica modificar la jurisdicción y competencia establecidas por la ley anterior de conformidad a la Constitución…marginando a las cuestiones nacidas por decisiones de las entidades profesionales, en ejercicio del poder de policía de la matrícula, del conocimiento pleno, que es de principio en el contencioso administrativo provincial”, vendría prácticamente a carecer de virtualidad el andamiaje representado por lo que se ha dado en llamar derecho disciplinario. Adviértase que se califica peyorativamente a nuestras instituciones, y se menciona al proceso respectivo como carente de objetividad, por “la parcialidad del tribunal de disciplina, la injusta valoración de la prueba y la nulidad de las notificaciones” (haciéndose eco del recurso de fs. 2/5), concluyéndose en que las nuevas normas “no se compadecen con las bases constitucionales de la justicia administrativa de cuya organización este Tribunal forma parte”, y que “su aplicación puede aparejar una grave afectación a los principios, derechos y garantías esenciales”. Son todas ellas afirmaciones que no se ven confirmadas por la profusa jurisprudencia de los tribunales de disciplina colegiales, pues en ese ámbito no se ha dejado nunca de respetar el legítimo derecho de defensa ni el debido proceso, a través de un procedimiento en el cual se determina que, previamente a la intervención del órgano disciplinario, se requiere explicación al profesional, y posteriormente se analizan las actuaciones para determinar si hay o no lugar a causa disciplinaria. Vale decir que el letrado involucrado tiene ya, desde el inicio, una doble instancia, y una amplia oportunidad para brindar explicaciones y, a la postre, ofrecer todos los medios de prueba de que intente valerse.
                   Expresa la Excma. Cámara, más adelante, que “el legislador pretende convertir a la función administrativa en judicial, y que el tribunal de justicia es llamado a decidir el recurso contra el acto administrativo a fin de controlar sólo su legalidad sin sustanciación alguna, circunstancias que evidencian que se entiende satisfecho el juicio previo con el procedimiento cumplido por y ante el organismo profesional, asignándose a éste atribuciones propias del juez de la causa en el trámite del recurso directo ante la Cámara” (sic). Por ello entiende que “ni siquiera cabría denominar a éste un sistema de justicia revisora”. Estímase totalmente inexacta la afirmación de que “se priva a las partes de articular alegaciones y defensas, ofrecer y producir prueba, alegar sobre su mérito, y al órgano judicial de resolver con arreglo a derecho cuanto corresponda acerca de ellas”. Bastaría con el simple examen de una causa disciplinaria cualquiera para evidenciar un rotundo mentís a tales afirmaciones.”. 
                   Por su parte, los Colegios de Arquitectos, de Escribanos, de Opticos, de Fonoaudiólogos, de Ingenieros, de Odontólogos, de Veterinarios, de Obstétricas, de Farmacéuticos, de Asistentes Sociales, de Médicos, de Psicólogos, de Sociólogos y los Consejos Profesionales de Agrimensura y de Ciencias Naturales, todos de la Provincia de Buenos Aires, se han presentado por ante la Suprema Corte a los efectos de hacer valer sus derechos frene al fallo dictado por la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo de La Plata, en la Causa “Giannino, Domingo Pablo…”(Nro. 68.436 en SCBA, Secretaría Contencioso –Administrativa 68.436), manifestando su adhesión a los recursos que interpusiera el Colegio de Abogados de la Provincia de Buenos Aires en virtud de causarle gravamen irreparable lo resuelto por aquella.
                   Las entidades profesionales mencionadas sostuvieron que su legitimación para actuar en estos obrados, deriva de la normativa procesal que autoriza a quienes se ven directamente involucrados o afectados por una pretensión o una decisión a intervenir en resguardo de sus derechos.

                   En tal sentido, expresan “En el presente caso, la decisión unilateral y sorpresiva de la Excma. Cámara al declarar, sin pedido ni interés de parte, la inconstitucionalidad de las leyes 13.325 y 13.329, que reformaron el primigenio art. 74 CPCA, si bien ha sido dictada en una causa en la que se cuestiona una sanción disciplinaria aplicada por el Colegio de Abogados de la Provincia de Buenos Aires, AFECTA LA POTESTAD DISCIPLINARIA OTORGADA POR LA NORMATIVA PROVINCIAL A TODOS LOS COLEGIOS PROFESIONALES BONAERENSES (Leyes 5.177 TO Dec. 2885/01, 10.405, 12.754 y demás leyes de colegiación). Resulta evidente que este fallo judicial EXPANDE SUS EFECTOS SOBRE TODA LA COLEGIACION LEGAL AL ANULAR EN LOS HECHOS – como se verá seguidamente – LAS FACULTADES DISCIPLINARIAS QUE LOS COLEGIOS PROFESIONALES VIENEN EJERCIENDO DESDE HACE MAS DE MEDIO SIGLO por mandato legal.”
                   Ahora bien, tal como lo expresara la Doctora María del Carmen Falbo, Procuradora General de la Suprema Corte de Justicia, en el dictamen que emitiera en la causa Ribelli, respecto de los recursos extraordinarios de Inaplicabilidad de ley e Inconstitucionalidad, interpuestos por el Presidente del Colegio de Abogados de la Provincia de Buenos Aires, “Nos encontramos nada más ni nada menos que con temas de relevancia institucional y social, en donde se han puesto en duda las garantías del debido proceso”
                   En su dictamen, de fecha 6 de octubre de 2006, expresa:“En rigor, puede decirse que las instituciones de este tipo ocupan un lugar intermedio entre los entes privados y los públicos. Son privados porque no integran la administración pública, pero, sin embargo, no se identifican con el común de las asociaciones o sociedades regidas únicamente por el derecho privado, ya que deben su existencia y posibilidades de actuación a la ley que las instituye sobre la base del principio de la solidaridad profesional, o sea  que su origen deriva de un acto de poder público (conf. Doctrina de “Fallos”: 229:304; “Sánchez”, “Fallos”; 286:187, del 21-VIII-1973).

                   Se ha dicho con razón que en nuestra Constitución hay un verdadero derecho a la jurisdicción, o sea, a demandar la prestación del amparo jurisdiccional y que una de las mejores garantías para la seguridad jurídica es la de poder acudir a los órganos jurisdiccionales para obtener, mediante adecuado proceso, el pronunciamiento que en justicia corresponda (Germán J. Bidart Campos, “Derecho Constitucional”, t. II, p. 473). Ese derecho, que integra el de la defensa en juicio, consiste, pues, en la posibilidad efectiva de ocurrir ante ella (La Declaración Internacional de los Derechos Humanos de 1948 dice al respecto en el art. 8: “un recurso efectivo ante los tribunales nacionales, competentes” lo que cumplimenta el art. 10 al reconocer a toda persona el derecho “a ser oída públicamente y con justicia por un tribunal independiente o imparcial para la determinación de sus derechos y obligaciones”).

                   Ello se encuentra perfectamente garantizado en el marco legal actual vigente, al imponer el control de legalidad de todo lo actuado, con el contenido dado al control de legalidad el que se señalara supra de amplitud de juzgamiento en cuanto a la verdad material a la que se debe siempre arribar la judicatura en sus decisiones.
                   Se garantiza acabadamente el derecho pleno de defensa en doble instancia administrativa, y de ocurrir ante el órgano competente, judicial, previsto razonablemente por el legislador ante quien puede exponer sus agravios y formular sus denuncias, que le permita ejercer todos los actos razonablemente encaminados a una cabal defensa de la persona o de sus derechos, todo ello sin necesidad de cercenar una norma legal, menos aun cuando no se denuncio por el interesado agravio alguno. Y el tribunal cuenta con vías de acción al respecto.
                   Decididamente, no puede hablarse del derecho de defensa ni de “debido proceso”, como garantía adjetiva, sin la presencia de un tribunal, que, de acuerdo con un procedimiento legal, y aplicando la totalidad del ordenamiento jurídico vigente, dé cauce a las acciones enderezadas a hacer valer eficazmente los derechos individuales.
                   En fallos 199:483, dijo la Corte que “debe interpretarse la Constitución de manera que sus limitaciones no lleguen a destruir ni a trabar el eficaz ejercicio de los poderes atribuidos al Estado a efecto del cumplimiento de sus elevados fines del modo más beneficioso para la comunidad (“Fallos”, t. 171, p. 88 in fine; “The constitution of the United States of America Annotated”; 1938, ps. 67 y 68), razón por la que ha reconocido de antiguo la facultad de aquél para intervenir por vía de reglamentación en el ejercicio de ciertas industrias y actividades a efecto de restringirlo o encauzarlo en la medida que lo exijan la defensa y el afianzamiento de la salud, la moral y el orden público y lo estime conveniente a fin de asegurar el bienestar general, cumpliendo así, por medio de la legislación, los elevados propósitos expresados en el preámbulo (“Fallos”, t. 172, p. 21). 
                   El sistema que consagra la ley exhibe pues, total coherencia.
                   Por ello, siendo la declaración de inconstitucionalidad la ultima ratio del ordenamiento jurídico (conforme causas L. 38.835, sent. del  10-V-1998, D.J.B.A., 134367,  “Acuerdos y Sentencias”, 1988-II-109, T.S.S./88, D.T. 1988-B-2166; L. 45.582, sent. del 21-V-1991,  “Acuerdos y Sentencias”, 1991-I-439, D.J.B.A., 142, 113; L. 36.198, sent. del 27-XII-1998, “Acuerdos y Sentencias”, 1988-IV-699; Ac. 36.570, sent. del 23-IX-1986, “Acuerdos y Sentencias”, 1986-III-285; Ac. 47.340, sent. del 17-III-1992, “Jurisprudencia Argentina”, 1992-III-556, D.J.B.A.; 143105, “Acuerdos y Sentencias”, 1992-I-384; L. 45.654, sent. del 28-V-1991, “Acuerdos y Sentencias”, 1991-I-880; L. 62.704, sent. del 29-IX-1998; Ac. 50.900, sent. del 15-XI-1994, “Acuerdos y Sentencias”, 1994-IV-219; Ac. 60.887, sent. del 24-III-1998; L. 72.583, sent. del 5-IV-2000; L. 74.805, sent. del 21-III-2001; L. 77.503, sent. del 6-VI-2001), no encontrando irrazonabilidad manifiesta ni vulneración cierta de principios, derechos y garantías constitucionales, considero que la norma cuestionada no merece, en el caso, reproche alguno desde el prisma de nuestra carta magna.

                   Esta facultad, por lo tanto, sólo puede ser ejercida cuando la repugnancia a la cláusula constitucional que se invoca es manifiesta y la incompatibilidad inconciliable (conf. S.C.B.A., “Acuerdos y Sentencias”, 1989-IV-549), extremos que por los motivos expuestos precedentemente no se dan en el sub judice.

                   Que, en mérito a estas razones y a las que les son concomitantes, cabe declarar que, en el sub lite, no ofrece dificultad alguna la comprobación de que la antedicha exigencia de control judicial suficiente esta satisfecha.

                   Ello es así, ante todo, por cuanto la ley asegura la intervención de jueces que actúan como “Tribunal de justicia en un Estado de Derecho” y deciden cuando corresponde.

                   A los fines de así opinar, he destacado que todo lo expuesto encuentra apoyo en una concreta concepción del orden sociopolítico y jurídico, cuyo reconocimiento viene impuesto por la verdad que en sí traduce y porque expresa ajustadamente exigencias del mundo contemporáneo. Donde el respeto al Estado de Derecho y a los principios garantizadores de derechos humanos es un mandato para todo organismo tanto administrativo como judicial.

                   El respeto a los derechos humanos, y a la dignidad del Hombre, se alza como deber jurídico público para todas las funciones del Estado.

                   Los hombres no se piensan aislados y vinculados únicamente por la competencia, sino por sobre todo, cómo participes de una empresa que les es común en acatamiento del derecho.

                   La institucionalización de esta realidad y de los valores presentes en la misma, es algo que, como principio, no puede ser sino aprobado, pensando en una democracia social, participativa en la cual asumen cada día mayor importancia las llamadas entidades intermedias, como lo es la cuestionada en autos.

                   Por todo lo expuesto, entiendo que V.E. debería hacer lugar al presente recurso extraordinario de inconstitucionalidad, revocando, por lo tanto, la resolución de la Cámara en lo Contencioso Administrativa de La Plata, del día 28 de junio de 2005 (Art. 302 CPCC).”. 

                   Situación actual
                   La cuestión descripta ha dado lugar a que no sólo sean las causas arriba mencionadas las que están pendientes de resolución a la fecha sino que en similar situación, es decir sin que fuesen resueltos los recursos oportunamente interpuestos, se encuentran prácticamente la totalidad de las causas radicadas por ante la Sala Especial de las Cámaras de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial de La Plata, a la entrada en vigencia del Código en lo Contencioso Administrativo en el mes de diciembre de 2003.

                   En efecto, son innumerables las apelaciones deducidas en el marco de los Decretos Leyes 9398/79 y 9671/81 contra resoluciones definitivas dictadas por los Colegios y/o Consejos Profesionales que, a la entrada en vigencia de dicho Código, se encontraban sin resolver.

                    En algunos de esos expedientes se ordenó, por parte de los Juzgados de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo de La Plata 1º y 2º, que las impugnaciones que habían sido impetradas como recurso se adecuen a la nueva vía implementada, de acción plena prevista en el artículo 74 de la Ley 12.008 y su modificatoria, para lo cual se les confería a los recurrentes un plazo para interponer la respectiva demanda impugnatoria. 
                     Ahora bien, una vez que aquellas se encontraron sustanciándose conforme tal procedimiento, entraron en vigencia las Leyes 13.325 y 13.329 por lo que las actuaciones debieron ser elevadas a la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo del Departamento Judicial de La Plata por aplicación del artículo 1º de la última mencionada, órgano que, a lo igual que en las causas “Giannino” y “Ribelli”, procedió  a declarar la inconstitucionalidad de los artículos 1º y 2º de la Ley 13.325 y 1º, 2º y 3º de la Ley 13.329 en su aplicación al caso de autos. 
                     Se hace necesario resaltar, entonces, que estamos frente a resoluciones definitivas dictadas por los órganos colegiales desde hace más de cuatro (4) años, que en algunos supuestos legan hasta cinco (5) o seis (6) años, ya que a la entrada en vigencia de la Ley 12.008 y su modificatoria, las causas respectivas tenían uno (1) y hasta (2) años de radicadas por ante la Sala Especial y, no obstante, aun siguen pendientes de resolución judicial.

                     A ello se suma, que la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo de La Plata en casos como “Giannino” no sólo se ha pronunciado declarando de oficio la inconstitucionalidad de las normas mencionadas, sino además ordenando el curso de la pretensión impugnatoria con arreglo al procedimiento del artículo 74 de la Ley 12.008 (texto según artículo 49, Ley 13.101).

                     Por consiguiente, en tales casos, la Cámara pareciera haberse erigido en legislador, ordenando la aplicación de una norma carente de vigencia, que había sido modificada por la Legislatura, por lo que cabe concluir que dicho tribunal ha reestablecido para el caso, la vigencia de una disposición legal facultad que, a nuestro juicio, únicamente este Poder Legislativo tiene atribuida.         
                     Como consecuencia de todo lo expuesto, cabe concluir que estamos ante matriculados de diversas profesiones (médicos, ingenieros, abogados, arquitectos, contadores, agrimensores, entre otros) que fueran sancionados por los órganos colegiales competentes, en algunos casos desde hace más de cinco (5) años y, sin embargo, en virtud de las sucesivas normas dictadas y las consiguientes idas y vueltas que han tenido los trámites impugnatorios, continúan ejerciendo sus profesiones sin que las medidas aplicadas se hubieren hecho efectivas, desnaturalizando y convirtiendo en abstracto el poder de policía que el Estado provincial ha delegado en este tipo de entidades.
                     Corolario:               

                     En virtud de lo expuesto, entendemos que resulta imprescindible que la Suprema Corte de Justicia se pronuncie con carácter urgente sobre la cuestión planteada.

                     A través de esta iniciativa se persigue poner de relieve la necesidad del dictado de una sentencia que confirme o revoque la declaración de inconstitucionalidad de las normas mencionadas. 
                     Ahora bien, en pos de respetar la independencia del Poder Judicial, corresponde no inducir a que la resolución sea en un sentido u otro, por ello es que no cabe argumentar a favor de posición alguna acerca de lo que debe ser materia de decisorio, razón por la que se ha evitado poner de manifiesto nuestra postura, habiéndonos limitado a transcribir lo que entendemos son los aspectos principales de las distintas posiciones puestas de manifiesto por la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo de La Plata (en los primeros fallos en que declarara la inconstitucionalidad), la del Colegio de Abogados de la Provincia de Buenos Aires (a través de los recursos extraordinarios), la de los distintos Colegios y/o Consejos Profesionales mencionados (que adhirieran a los recursos interpuestos por aquél en la causa “Giannino”) y la de la Procuradora General de la Suprema Corte (expresada en el dictamen correspondiente a la causa “Ribelli”).
                     Por lo precedentemente expresado, se solicita a esa Cámara la aprobación del Proyecto de Declaración sometido a vuestra consideración.    
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